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A debate el 
poder de 
decisión sobre 
la existencia 
de símbolos 
religiosos en 
los colegios

H ace años surgió una polémica guerra sobre la 
existencia de símbolos religiosos en los sitios 
públicos. Los centros educativos no estuvieron 

ajenos a la misma.

Después de intensos debates y disputas se acordó que 
fueran los órganos de representación de los colegios e 
institutos quienes decidieran si estos símbolos debían 
permanecer o, por el contrario, debían ser retirados en 
atención a la voluntad democráticamente expresadas 
de los miembros de la comunidad educativa.

Ahora la controversia ha surgido entorno a si la decisión 
señalada recae en los consejos escolares o en los 
directores y directoras de los centros escolares.

La Secretaría General Técnica de la Consejería de 
Educación mantiene el criterio de que son los consejos 
escolares quienes han de decidir sobre esta cuestión.

Dicho criterio no es compartido por la Defensoría porque 
si bien es cierto que este poder de decisión al mencionado 
órgano había sido atribuido expresamente por la Ley 
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (LOE), el 
asunto cambió radicalmente tras las reformas introducidas 
en la misma por la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, 
para la mejora de la calidad educativa (LOMCE).

Ciertamente, de la simple observancia y comparación 
de los términos en los que estaban redactados los doce 
subapartados del artículo 127 de la LOE, y la redacción 
dada por la LOMCE, en concreto, a los subapartados a), 
b), e), h) e i), se deduce sin ningún tipo de dudas que el 
poder de decisión que se atribuía antes a los consejos 

le privarían de estar pendiente de su mujer con 
la asiduidad deseada.

La respuesta que la Administración autonómica 
ofrece en supuestos como el relatado, se remite 
indefectiblemente a la normativa vigente. Explica 
para ello que el servicio de atención residencial es un 
recurso finalista que garantiza la atención integral de 
la persona en situación de dependencia cualquiera 
que sea el lugar donde radique, especificando 
que la asignación ha de realizarse entre las plazas 
vacantes que existan.

Partiendo de esta disponibilidad, -sigue aclarando la 
Administración-, la asignación toma en consideración 
la proximidad con el lugar de residencia de los 
familiares. Y no dudamos que la decisión final, 
además de ajustarse a la normativa, está regida 
por la razón y por criterios de coherencia. En 
ocasiones es el azar, en forma de disponibilidad de 
plaza en una Residencia concreta en el momento 
preciso, el que suaviza o espina el desequilibrio 
producto del cambio.

Otras veces, en cambio, parecen ser desajustes 
del Sistema los que dificultan afinar la asignación. 
Entre estos desajustes se encuentra el de la falta 
de información, tanto de la administración 
autonómica como de los servicios sociales.

Finalmente, es destacable aludir a que la tesitura de 
no poder disfrutar de plaza en el Centro que permita 
el necesario arraigo o que trunque la adaptación 

ya alcanzada, ha multiplicado el interés de las 
personas afectadas por que el PIA prescriba un 
recurso alternativo o subsidiario al residencial, 
el de la prestación económica vinculada a 
dicho servicio.

El Sistema veta la posibilidad de tramitar un PIA cuya 
primera prescripción sea la de prestación económica 
vinculada al servicio de atención residencial, ya que 
dicha prestación únicamente procede de forma 
subsidiaria al servicio de atención residencial, es 
decir, conforme a la Orden de 3 de agosto de 2017 
de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social 
(artículo 13.2.a) cuando no se disponga de plaza 
vacante en los centros públicos ni en los privados 
concertados en la provincia.

Todos los cambios son difíciles, máxime cuando 
sobrevienen a avanzada edad. Mudar las costumbres, 
acomodarse a reglas de convivencia colectiva y vivir 
incluso desconociendo los contornos del mundo 
exterior que circunda a nuestro nuevo hábitat, 
es una travesía dura que es mejor transitar en 
compañía.

Son importantes los remedios que amortigüen 
su impacto y nos consta que la Administración, 
que se compone de personas, es sensible a este 
razonamiento. Para ello es necesario, sin violentar 
la normativa, habilitar prácticas que permitan 
flexibilizar la rigidez de una decisión que de otro 
modo conduzca a la soledad del desarraigo.
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“ 
Muchos 

reglamentos de 
organización y 
funcionamiento 
de colegios 
e institutos 
continúan 
recogiendo unas 
competencias 
para unos y otros 
-consejos escolares 
y directores y 
directoras- que 
han perdido 
su vigencia”

esco lares  -entre 
las que se incluye 
la decisión sobre 
símbolos religiosos-, 
ahora queda limitado 
estrictamente a evaluar 
e informar sobre las 
mismas cuestiones, 
suprimiéndose en la 
nueva redacción todos 
los términos que antes 
se referían a “aprobar”, 
“decidir” o “fijar”.

Por contra, este mismo 
poder de decisión que 
se resta a los consejos 
escolares se atribuye 
expresamente a los 
directores de los centros docentes, según la 
redacción dada al artículo 132 por el apartado 
ochenta y uno del artículo único de la Ley Orgánica 
8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la 
calidad educativa.

Este debate nos llevó a analizar la normativa 
autonómica para examinar el acomodo de los 
reglamentos de organización y funcionamiento de 
los centros docentes dependientes de la Consejería 
de Educación a los nuevos preceptos contenido en la 
Ley Orgánica para la mejora de la calidad educativa.

Y hemos constatado que ni el Decreto 328/2010, 
de 13 de julio, por el que se aprueba el Reglamento 

Orgánico de las escuelas infantiles de segundo 
grado, de los colegios de educación primaria, de los 
colegios de educación infantil y primaria, y de los 
centros públicos específicos de educación especial, 
ni el Decreto 327/2010, de de 13 de julio, por el 
que se aprueba el Reglamento Orgánico de los 
Institutos de Educación Secundaria, han acomodado 
sus normas a las nuevas competencias atribuidas a 
los consejos escolares y a las personas que ejercen 
las direcciones de los centros respectivamente.

Paralelamente muchos reglamentos de organización 
y funcionamiento de colegios e institutos, los cuales 
suelen reproducir literalmente el contenido de 
los Decretos señalados, continúan recogiendo 
unas competencias para unos y otros -consejos 
escolares y directores y directoras- que han perdido 
su vigencia.

Esta discordancia podría estar dando lugar a 
que determinadas decisiones de importante 
trascendencia para el funcionamiento y organización 
de los centros estuvieran siendo adoptadas por 
órganos a los que no les corresponden.

Con estos fundamentos hemos formulado una 
sugerencia a la Viceconsejería de Educación para 
que promueva la modificación del Decreto 328/2010, 
de 13 de julio, y del Decreto 327/2010, de de 13 
de julio, por el que se aprueba el Reglamento 
Orgánico de los Institutos de Educación Secundaria, 
en relación a las competencias de los directores 
y directoras de los centros educativos y de los 
consejos escolares (queja 17/2222).

C on relativa frecuencia viene apareciendo 
en los medios de comunicación noticias 
sobre las dificultades para acceder a una 

segunda actividad de policías locales que han  visto 
afectadas sus capacidades físicas o psíquicas en 
actos de servicio.

En estos supuestos, y para determinados colectivos 
de funcionarios públicos, como son los de policía o 
bomberos, está reconocido el derecho a que puedan 
seguir trabajando en otras tareas compatibles con 
su estado. La razón de ello es que estos funcionarios 
tienen que desempeñar funciones eminentemente 
operativas y, en muchas ocasiones, arriesgadas y 
peligrosas, por lo que se requiere para su desempeño 
plenas aptitudes psicofísicas en sus integrantes 
que, naturalmente, se van perdiendo con la edad 
o porque sucedan determinadas circunstancias 
que limiten sus capacidades.

Atendiendo a estas causas, en el régimen jurídico de 
los Cuerpos de Policía se introdujo la situación de 
segunda actividad que permite a estos funcionarios el 

pase a otras actividades cuando vean sensiblemente 
disminuidas sus aptitudes para el normal desempeño 
de su función policial.

En Andalucía, la segunda actividad para los 
policías locales se establece y regula en la Ley 
13/2001, de 11 de diciembre de Coordinación de 
las Policías Locales, desarrollada en este aspecto 
por el Decreto 135/2003, de 20 de mayo. Tene por 
finalidad garantizar una adecuada aptitud psicofísica 
en la prestación de servicios de Policía Local, tanto 
por razón de edad, como por disminución de las 
aptitudes psicofísicas y por embarazo, pasando 
el funcionario a prestar servicio en otro puesto 
de trabajo de la Administración municipal y, si es 
posible, en el entorno del área de seguridad, y 
siempre que se cumplan las condiciones exigidas y el 
procedimiento establecido en las referidas normas.

En este marco legal, la pérdida de aptitudes exigidas 
para el desempeño de la función policial, como causa 
determinante del pase a la situación de segunda 
actividad, constituye una cuestión muy controvertida 
y nada pacífica. La razón es evidente, toda vez que 
cualquier interpretación sobre esta cuestión debe 
poner necesariamente en relación la legislación 
reguladora del régimen jurídico de los empleados 
públicos -general y específica de los Cuerpos de 
Policías- con la del régimen prestacional de la 
Seguridad Social y la reguladora del procedimiento 
y régimen jurídico administrativo -general y local-.

Además, en estos casos, no puede obviarse que 
los policías locales que pierden sus aptitudes 

La segunda 
actividad de los 
policías locales. 
¿Un derecho 
virtual?
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